Intervención del Dr. Jorge Hernán Cárdenas, Decano de la Facultad de Administración de Empresas de la Universidad de los Andes.

Ya se ha dicho una cantidad de puntos que esclarecen el tema, por lo tanto me ubicaré en los que no se han tratado.

Desde el punto de vista de la teoría económica para el tratamiento del tema de la corrupción se ha avanzado bastante en los 10, 20 a 30 últimos años. Sin embargo,  estamos todavía a mitad de camino.

Una construcción de economía política para enfocar el tema de corrupción puede ayudar a avanzar y a esclarecer la incidencia de este problema. Si uno mira la teoría económica se da cuenta que hubo un gran esfuerzo por construir un entendimiento de cómo se comporta una sociedad en la presencia de un bien público o meritorio: algo que le sirve a todos, que nadie se puede excluir del consumo, como una campaña de erradicación de un mal; y la teoría logró formalizar el entendimiento de los bienes públicos. Sin embargo, la teoría no ha sido lo suficientemente agresiva en el tratamiento de los males públicos, con excepción del trabajo de Economía Política de Yale de la profesora Susan Ross Hakerman.  Esta línea de trabajo empieza a madurar y va ser muy prometedora.

Tenemos trabajos de menos alcance, que son más para iluminar las modalidades de corrupción  y de  la actuación del Estado en ella.

Ha habido otros aportes importantes como la teoría del Consumo Social de Francis Fujiyama donde diferencia entre capital  humano y capital  social. El capital  social es una expresión del grado de confianza y consenso para aglutinar una sociedad o una familia. Y el capital  humano sería más atribuible   a las personas;  y resulta que efectivamente si parece haber una distribución asimétrica entre capital  institucional y capital  social.   

Un ejemplo lo tenemos con una conferencia dada en  la Universidad de los Andes. Se preguntaba, no con poca ironía,  cómo un humano que emigraba de su país probablemente con un ingreso anual no mayor de US$1.000 puede ir a USA y por el hecho de cruzar la frontera va a aumentar su ingreso de 10 a 20 veces?   Qué le pasa a esa persona si su  capital intelectual y sus habilidades de trabajo son  exactamente los mismos? La única diferencia es que va a encontrar un acervo institucional y fiscal mucho más desarrollado y le permite ser más productivo.

Estas contribuciones están ayudando a esclarecer la importancia de construir un capital social y dejan un espacio para estudiar el tema de corrupción.

Otra contribución reciente es la del profesor Douglas North que cuestiona la economía neoclásica. Dice que esta teoría es inapropiada para prescribir políticas y buscar el desarrollo, en cuanto se ocupa de la operación eficiente de los mercados pero no de las condiciones que permiten la creación y desarrollo de los mercados. La economía neoclásica no contribuye mayormente en esa dirección.

Otro aspecto que menciona el profesor  North es la importancia de las instituciones.   Sostiene que las transacciones económicas que tiene cualquier agente pueden incurrir en dos tipos de costos: de un lado los costos de producción tradicionales y por otro lado los de transacción representados en Banco y Finanzas, seguros y mercadeo, venta detal, pago de servicios profesionales, etc. Un país con un entorno institucional más robusto facilita las transacciones, reduce los costos, los agentes tienen más confianza. Por el contrario,  un país con un entorno institucional frágil, impone grandes costos, la incertidumbre ronda en todos lados; inhibe los negocios y la desconfianza frena la creatividad humana. En resumen, la sociedad pierde probabilidades de desarrollo; efectivamente el aspecto institucional es un elemento fundamental del progreso de una nación.

La corrupción por el contrario es uno de los mejores ejemplos de males, quiebra la fé y la confianza en el derecho. Los costos de la corrupción pueden ser sumamente elevados;  su presencia en los  servicios del Estado, si a alguien golpea, es a los grupos de menores ingresos; desvía la fe y la inteligencia de las personas hacia ver cómo se logra crear la trampa del sistema regulatorio; es decir desvía los incentivos y rompe el contrato social.

Déjenme ahora tomar un poco de distancia frente a lo que se ha dicho esta mañana. Quiero simplemente dar una perspectiva de 10 años. Qué hemos hecho en Colombia durante los últimos 10 años en esta materia? Hemos avanzado o hemos ido para atrás?.   Los datos recientes muestran un deterioro muy grande. Pero con una nueva perspectiva de 10 años probablemente las conclusiones pueden ser menos amargas.  Voy a poner unos ejemplos.

Miremos qué pasó con el tema de Comercio Exterior: el arancel promedio de las importaciones en virtud de la apertura económica se ha reducido sustancialmente  en la última década, lo cual limita el ambiente de corrupción en las aduanas; es decir, una inspección de aduanas no tiene el poder que tenía hace unos años; lo mismo se ha reducido el número de posiciones y se ha simplificado el régimen de excepciones; es decir, que la discusión hoy en día frente a un operador de aduanas ha simplificado en muchas categorías el pago de los impuestos por aranceles. 

El pago de impuestos se hace hoy día en bancos privados y tiene un control más exigente; antes era el pago directo en ventanillas públicas.

Hace una década casi el 10% de los bienes de importación requerían una licencia previa;   probablemente hoy menos del 10% la requieren.

Igualmente, en materia de administración de impuestos, los avances son destacados; si uno mira la reforma tributaria de 1988 se eliminó la expedición de certificados de paz y salvo que eran indispensables para negociar una propiedad o viajar al exterior; es decir, hay que recordar como antes del año 88 se expedían más de 3’000.000 de certificados y esto evidenciaba un foco de corrupción.   Imagínese,  si una persona para salir del país necesitaba un certificado de estar a paz y salvo en impuestos y se expedían 3’000.000 de certificados al año, si eso se aplica al año 1984 probablemente había 4’000.000 de contribuyentes; es decir, se redujo el número de personas que hacen declaraciónes de renta y se busca más recaudación indirecta a través de la retención y otros mecanismos. Así se disminuyó el poder en la administración tributaria.

El mismo formulario se simplifica. Pasa de aproximadamente  300 renglones a  50;  se elimina de un tajo la dificultad que no sólo menoscaba la paciencia, sino que  hace al ciudadano más vulnerable al poder de la administración pública.

Lo mismo sucede con relación al pago de impuestos; antes se hacía a través de  900 oficinas recaudadoras y hoy en día se hace por medio del Sistema Bancario Colombiano.

En materia del Estatuto Contractual,  con las imperfecciones que tiene,  se le atribuye una más alta responsabilidad al funcionario público y en particular a quien celebre contratos con la administración pública. Son más claras las causales de responsabilidad pública tanto del particular como del funcionario. Además confiere especial poder a las asociaciones cívicas para controlar o vigilar los contratos de las entidades estatales.  Esa es una innovación importante.

En materia de descentralización, efectivamente se transfirieron una cantidad de recursos a las entidades territoriales y se puede decir, que probablemente esto incida en la corrupción y que sea más difícil controlar el gasto desde ese punto de vista. Pero se podría argumentar que de alguna manera, el gasto,  por el hecho de hacerse local y no nacional, probablemente se hace más de cara a la comunidad y puede haber una mayor probabilidad de fiscalización. No menoscabado  el argumento de que muchos municipios y entidades territoriales reciben recursos por los que no están contribuyendo a su generación,  y por tanto la calidad del gasto pueda ser precaria. Pero desde el punto de vista de desarrollo político, configurar la autonomía de las entidades territoriales, de darle al gasto una expresión más local o directa frente a la comunidad, diría que no podría ser del todo censurable.

Permítanme simplemente mencionar algunos aspectos de la Constitución del 91: la consagración de la presunción de la buena fe. Esto no tiene parangón en la historia institucional de Colombia. Antes de esa consagración del artículo 83,  a los particulares no se les presumía la buena fe, y un poco de trámites e instancias estaban fundamentadas sobre la ausencia de esa presunción. La elevación a canon constitucional del Derecho de Petición que había sido ya definido por la ley 57/85, la acción de tutela como un procedimiento sumario, las acciones populares, etc,  son avances importantes.

El artículo 333 que defiende la libertad económica y la iniciativa privada y prohibe el exigir permisos previos y requisitos no previstos en la ley es todo un logro del sector privado en la Constitución del 91.

Allí hay una serie de innovaciones, como el art. 270 que faculta a los ciudadanos para vigilar la gestión pública de  diversos niveles para verificar el cumplimiento de los resultados esperados. Estos son avances que no podemos subestimar.

Lo mismo con relación al tema del lavado. Desde una perspectiva de una década los avances son extraordinarios. Si uno compara las legislaciones de Colombia y USA en relación con este tema,  encuentra que en el Congreso de USA desde el año 70, hay testimonios de congresistas que advierten que uno de los elementos característicos del consumo de drogas y del lavado de dinero es el reciclaje de billetes de baja denominación, y entonces la discusión de los parlamentarios se centra en que  como es muy difícil investigar el delito del narcotráfico,  puede ser fácil volcar la atención al elemento del lavado;  es decir, se coge un eslabón de la cadena y se le presta más atención a éste; en los años 70 las entidades financieras deben reportar depósitos de más de US$10.000.

En el año 86 cuando la epidemia del crack había llegado a su punto máximo, se introduce algo que en Colombia se vino a hacer en el 96 y fue darle la connotación de delito al lavado de dinero. Eso se hizo también sobre el argumento de que podía ser muy difícil dilucidar la situación de narcotráfico pero podría ser más fácil dilucidar la situación de lavado de dinero; es decir, si es difícil atrapar a la gente con las manos en la masa, como se dice, porque están protegidas por el velo de la complicidad mutua, puede ser más fácil en el lado financiero, y si se eleva a delito, pues realmente se puede vencer la actividad de estas bandas.

Esto se plasmó en el año 96 con la ley 365 y 333 de Extinción de Dominio y algunas normas para combatir el crimen organizado;  también se amplió con el acto legislativo 1/997 sobre extradición.

La Superintendencia Bancaria también ha avanzado en la protección contra el lavado,  con circulares desde 1993.

Si uno mira la parte legal, no podemos decir que en Colombia no se han hecho cosas; se ha construido un marco más robusto y se pondrá a prueba más adelante.

En Latinoamérica también ha habido avances a nivel de la Convención Interamericana contra la corrupción, aprobada hace unos años, con  avances muy importantes como la consagración del soborno transnacional; es decir, cuando se garantiza que cada Estado prohibirá y sancionará el acto de ofrecer u otorgar a un funcionario público de otro Estado, directa o indirectamente, por parte de sus nacionales cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios como dádivas, promesas, etc.

Este mecanismo no se ha empleado, pero en cualquier momento cuando se presenta una situación  inescrupulosa o indelicada por parte de una firma, los mecanismos legales van a aparecer y van a dar soporte de actuaciones que no existían en el pasado.

Lo mismo con relación al lavado: si se mira toda la discusión del muy traumático proceso 8000, éste se hizo con normas sobre enriquecimiento  ilícito,  cuando realmente las normas que a nivel internacional existían eran las del lavado, no del enriquecimiento ilícito donde hay que probar que la persona se enriqueció, qué ingresos tenía, a qué ingresos pasó y su diferencial.

En los últimos años se ha visto un deterioro muy profundo. Así lo  expresó el Contralor General de la República quien dijo que hoy dos billones perdidos por corrupción; que de 975 investigaciones fiscales en el primer semestre de este año se detectaron faltantes por $64 mil millones,  y llamó la atención sobre el caso de CAPRECOM donde se estableció un faltante por $3.850 millones, ECOSALUD de 1.846 millones, INURBE de 43 mil millones, etc. Lo que sumó dos billones de pesos perdidos por corrupción.

¿Cuál es la solución? Un podría decir: eliminemos todos los trámites, disminuyamos el poder regulatorio de los funcionarios, disminuyamos la discrecionalidad que tienen y esa es la solución. Pero les quiero poner un ejemplo que llamaría la conmoción social dado en Bogotá en 1993; tiene que ver con el tema de Bancos de Sangre de un hospital que no voy a mencionar. 

Se detectó la presencia de SIDA en una niña de 2 años quien murió;  después se identifican varios casos de SIDA; la Clínica hizo toda la presentación de sus resultados y dijo que estaba usando una sangre con sello de garantía de calidad ratificado por el Ministerio de Salud. La compran en un laboratorio donde supuestamente hacen las pruebas; la clínica simplemente compró la sangre. Hicieron la investigación y la Superintendencia de Salud dijo que efectivamente la clínica cumplió;  toda la atención se volcó al laboratorio, el cual desapareció. Declararon homicida al dueño del laboratorio,  pero en el fondo él también fue víctima de una persona que donó sangre y la recibió para ser vendida; y obviamente esto generó una conmoción social ya que la gente que tuvo que ver algo con esta clínica tuvo que volver a ver si había sido contagiada; es decir, se asaltó la seguridad de estas personas.

Entonces, acabar y suprimir los trámites tampoco es la solución; es decir, hay que ver cómo se garantiza que las actuaciones del Estado sean eficaces, eficientes y realmente resuelvan los problemas.

Terminaría diciendo que cuando uno ve un trámite debe identificar si es inútil para perseguir un objetivo sin valor alguno o ver si persigue infructuosamente un objetivo valioso y lo logra ineficientemente o si es útil y funciona adecuadamente; si es esta última, pues la solución es simplemente innovar, mejorar el trámite. Por el contrario,  si persigue un objetivo valioso  y no lo cumple hay que buscar alternativas; o en el mejor de los casos si es inútil entonces hay que suprimirlo y acabar con el tema.

Otra cosa es tener diferentes ámbitos de actuaciones en materia de corrupción; no se puede hablar de corrupción en abstracto; hablemos de corrupción en diferentes niveles organizacionales: hay un nivel organizacional muy alto, grandes decisiones, grandes negocios; hay una zona gris que está en la mitad; y hay una zona baja donde se da la corrupción, la mordida.   Para cada una de ellas hay que buscar la solución y probablemente la mejor es la que propone  la teoría de los peces gordos; es la mejor forma de atacar la parte de arriba y en la parte de abajo lo mejor es mejorar la eficacia de las instituciones, su eficiencia, la forma como desarrollan sus servicios.

Quiero poner un ejemplo para  dejar una idea positiva sobre  las cosas que son posibles y muy sencillas de hacer. Resulta que en Bogotá cuando la gente iba a  pedir un certificado inmobiliario, hasta hace pocos años, debía ir a mirar unos folios, buscar unos archivos físicos y establecer si se le podía expedir el certificado. Obviamente,  la existencia de los folios físicos era lo que hacía que la persona en ventanilla tuviera gran poder: sí encontraba el folio o no lo encontraba, a qué horas, etc.   En la medida en que se utilicen procesos de mejoramiento mediante la gestión, probablemente de medios electrónicos, se  acaba con  el poder de personas inescrupulosas.

Yo diría que hay un amplio margen de mejoramiento y un gran avance en materia legal. Pero efectivamente hay hechos muy preocupantes. Pertinente es la cita del GLOBAL ECONOMIC FORUM, Revista Semana de octubre 13/97, que concluye  que cualquier observador medianamente imparcial de Colombia no puede sino concordar en que la calidad de las instituciones, más que la política macroeconómica o la gestión empresarial ,es el principal impedimento al desarrollo del país. Y ellos hacen la construcción del índice de competitividad de Colombia que es un índice ponderado de 8 variables: 

1. Apertura comercial y financiera. 2. Moralidad de los gobiernos. 3. Desarrollo del mercado financiero. 4. La infraestructura. 5.La tecnología. 6. La gestión empresarial. 7. La flexibilidad del mercado laboral. 8.  La calidad de las instituciones.  En éste último Colombia recibe la peor calificación. Por eso el índice ha ido empeorando y es en esta variable.

Sesión de Preguntas

1.
Es posible cuantificar los perjuicios hechos a la economía nacional y concretamente a los agentes económicos, por cuenta de resultado preclusivo de la investigación al Presidente Samper.   

Esto lo digo por dos circunstancias. Nosotros como red de veedores intentamos hacernos presente por medio de la acción popular, y la Corte Suprema de Justicia,  en un concepto que tiene matices en su respuesta, conceptuó, y dado que era imposible determinar los demás perjuicios causados a la sociedad colombiana, era imposible que la ciudadanía participara por medio de un mecanismo legal como era la acción popular.

Si contamos con los instrumentos de medición econométricos o por el contrario, si no contamos con ellos, y particularmente ya que veo un representante de una de las asociaciones financieras más importantes del país, sería bueno saber si hay alguna medición en cuanto al sector financiero. Al respecto, aprovecho para comentarle al Dr. de la OEA los trámites que estamos efectuando para que se les impida solicitar a algunos congresistas  endeudamiento externo directo con la OEA.

R. La pregunta es compleja porque medir el impacto de la preclusión es difícil.  El impacto fue muy grave y trajo consecuencias que no se podían medir en los mercados cambiarios y financieros. Todo este tipo de escándalos    tiene consecuencias que van más allá de los números y las variables financieras.  La deformación institucional, el impacto en cuanto a imagen internacional y el deterioro que han tenido estos índices, sin ninguna duda,  se debe a la influencia del narcotráfico en la política; pero es muy difícil determinar a qué parte del Estado se afectó respecto al deterioro en las materias económicas.

2.
Con respecto a la solución de la corrupción, en la encuesta las personas se mostraban muy escépticas ante la idea de crear nuevas instituciones anticorrupción y quedó la impresión de que se refería seriamente a instituciones públicas. Hay ejemplos notables de entidades privadas que han logrado influir en este campo?

R. Un ejemplo es el de Transparencia Internacional y especialmente los capítulos nacionales dentro de los propios países;   las ONGs que tienen independencia del gobierno monitorean la corrupción. Los datos que mostré se refieren efectivamente a instituciones Públicas.

Hay que tener claro que no es que no funcionen en general, porque tenemos el caso de Hong Kong. 

Un ejemplo frecuente es una ONG en India donde su líder creó un Report Card que es un examen que hacen los ciudadanos a las instituciones locales; se hace cada 3 meses y se publica en los periódicos; es un reporte en cuanto a la eficiencia de los servicios públicos y si tienen que pagar sobornos. Esto causó un gran escándalo y muchos funcionarios tuvieron que renunciar y desde ese entonces la eficiencia de  los servicios públicos ha mejorado.

3.
Dr. Jorge Hernán Cárdenas, cuando usted mostraba el aspecto positivo de la apertura, por la abolición de los trámites,  cómo se explica que en los últimos 10 años se haya disparado la corrupción?

R. Lo que se hizo fue que unos pocos focos se fueran acabando; disminuyeron ciertos focos de corrupción, pero obviamente han aparecido otros ubicados en la cabeza de las instituciones; estamos hablando de decisiones en el más alto nivel del Estado; hablando de personas que tiene la capacidad de asignar contratos y  tomar decisiones, que pueden estar involucradas en problemas de corrupción.

La naturaleza del fenómeno ha cambiado, algunos focos se han localizado y reducido y quizá  ese era el mensaje que quería mencionar.

4.
Más que una pregunta es un comentario.  Una de las grandes cuestiones es cómo vincular a la sociedad civil,  sobre todo desde el nivel territorial y descentralizacion,  al plan de desarrollo?  Uno de los elementos es la toma de conciencia frente a la importancia del planteamiento de los planes de desarrollo y, segundo,  cómo efectuar un control sobre procesos. La Constitución Nacional y los nuevos ordenamientos han permitido que se creen unos comités sectoriales de participación, pero que no tienen ningún poder, desde el punto de vista que les permita actuar de una manera directa e influir sobre las decisiones de las autoridades. Así,  cómo podríamos pensar que esa formulación de los planes de desarrollo pueda llegar a tener un impacto correcto sobre el gasto público y la orientación de la inversión?

R. Lo que hemos oído es cómo tratar de conciliar la participación ciudadana y la descentralización a través de diferentes mecanismos con un manejo más adecuado de los recursos; la inquietud es que en Colombia hemos tenido reformas institucionales de regulaciones relativamente importantes y que en teoría  la corrupción debería haber bajado y en realidad es más alta que nunca; esto la podemos enfocar a nivel local.

En un municipio relativamente grande, teniendo en cuenta las costumbres políticas, puede existir la misma distancia  con los ciudadanos que a nivel nacional. El manejo de los recursos es de un grupo completamente cerrado y no hay manera alguna de influir.

